CAUSA Nº 10909 CCALP “VAZQUEZ MARIA ANGELICAC/ INSTITUTO DE PREVISION SOCIAL (I.P.S.) S/ PRETENSION ANULATORIA- PREVISION (314)”

En la ciudad de La Plata, a los nueve días del mes de Junio del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, para dictar sentencia en la causa "VAZQUEZ MARIA ANGELICAC/ INSTITUTO DE PREVISION SOCIAL (I.P.S.) S/ PRETENSION ANULATORIA- PREVISION (314)", en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo n° 3 del Departamento Judicial La Plata (Expte. Nº -9445-), con arreglo al sorteo de ley, deberá observarse el siguiente orden de votación: Señores Jueces Dres. Claudia Angélica Matilde Milanta, Gustavo Juan De Santis y Gustavo Daniel Spacarotel.

A N T E C E D E N T E S


1. Contra la sentencia de primera instancia, desestimatoria de la pretensión actora (fs. 54/60), se alza esa parte e interpone recurso de apelación (fs. 71/78 vta.).


2. Sustanciado el recurso (fs. 79 y 82/85 vta.), elevada la causa al Tribunal, declarada la admisibilidad de la impugnación (cfr. res. de esta Cámara de fs. 88/88 vta.) y dictada la providencia de autos, corresponde plantear y votar la siguiente

C U E S T I Ó N


¿Es fundado el recurso de apelación deducido? En su caso: ¿Qué pronunciamiento procede dictar?

V O T A C I Ó N
A la cuestión planteada, la Dra. Milanta dijo:

I- 1. El juez de primera instancia dicta sentencia por la que resuelve rechazar la demanda promovida por la Sra. María Angélica Vázquez contra el Instituto de Previsión Social en todas sus partes (arts. 3 y 12 inc. 1, C.C.A.) e imponer las costas en el orden causado, regulando los honorarios del letrado de la parte actora.

Para así decidir, comienza por precisar que la pretensión planteada en la demanda consiste en la anulación del Acta N° 2879 de fecha 6-3-08 por la cual el Directorio del I.P.S. rechazó el ajuste de la pensión de la actora, de la que es titular por fallecimiento de su esposo Rubén José Gorostiaga, beneficio que se ordena liquidar en base al 53% de la remuneración del cargo de Gerente desempeñado por el causante (cfr. res. 569.682/08).

Refiere que se impugna el acto denegatorio que se sustenta en los topes máximos en el pago de la prestación, aplicando, ilegítimamente según la actora, disposiciones de exclusiva vigencia en el ámbito de la ANSeS (art. 158, ley 24.241 y 1, ley 26.222) sobre la base de la interpretación analógica del art. 44 del decreto ley 9650/80. 

Continúa que ello, a juicio de la demandante, violenta el art. 7 del decreto ley 9316/46, además de resultar inconstitucional la aplicación de esos límites en la liquidación de haberes previsionales, que, en su caso, representa una reducción superior al 50% de lo que sin ellos percibiría, no permitida por el art. 52 de la ley provincial (9650/80).

Luego de efectuar la reseña de los aspectos centrales de la defensa de la demandada, como de las constancias administrativas, se detiene el a-quo en los caracteres y principios del sistema previsional con particular referencia a la reciprocidad.

En ese contexto, considera que la movilidad (arts. 40, 41 y 51, decreto ley 9650/80) opera en el ámbito local y que, en cambio, distinta es la regulación en el orden nacional, donde la ley 24.241 establece un monto máximo de remuneración sujeta a aportes y contribuciones en 75 veces módulo previsional MOPRE (cfr. art. 158, ley cit. mod. Ley 26.222). De ello se sigue que aún cuando el afiliado perciba una remuneración mayor a dicho monto –como en el caso-, el aporte que efectivamente realiza al sistema previsional es sólo por este importe.

Sobre tal base, el juez de grado se expide en el sentido que el reconocimiento de servicios de otras jurisdicciones es pertinente en la medida que se hubiesen efectuado los aportes y sobre la base de su transferencia, razón por la que entiende que es lógico que el haber guarde relación con los aportes realizados y trasladados.

Tras desarrollar argumentos plasmados en el expediente administrativo como en esta instancia, referidos a la cuestión de autos y su implicancia en el equilibrio financiero del I.P.S., concluye que los límites remuneratorios para realizar aportes necesariamente deben trasladarse al haber previsional, sea cual fuere la Caja otorgante en el sistema de reciprocidad.

 2. Apela la actora expresando los siguientes agravios.

- El fallo aplica equivocadamente las disposiciones de la reciprocidad jubilatoria, las propias normas del decreto 9650/80, rompe el principio de proporcionalidad de las prestaciones, genera una discriminación intolerable según se reconozca un cargo nacional o uno provincial y, finalmente, se sustenta en un sofisma que parte de un error vinculado a la limitación de los aportes y un supuesto perjuicio patrimonial (simplemente afirmado y no demostrado), ignorando que mientras trabajó el causante, integró aportes por el total de la remuneración (lo hizo con mucha anterioridad a la fijación de dichos topes).

- El pronunciamiento implica una arbitraria aplicación de las normas -que fueron declaradas inconstitucionales-, de la caja reconocedora de servicios a los efectos de la determinación del haber.

- Con la limitación que avala la sentencia se está violando claramente el art. 7 del decreto ley 9316/46, pues corresponde aplicar a los efectos de la determinación del haber las disposiciones del decreto ley 9650/80 y no las que puedan surgir de la ley 24.241, que únicamente pueden ser aplicadas a titulares de prestaciones que otorgue la ANSeS.

- El precedente que invoca el pronunciamiento no corresponde a la cuestión y, además, se basa en un voto en minoría, en tanto en ese caso (Gaspes) la mayoría del tribunal (S.C.B.A.) declaró la inconstitucionalidad de la aplicación de topes respecto de la ley 11.761.

- Es equivocado el argumento referido a los aportes, toda vez que no existe transferencia de los mismos en la actualidad.

- Se consideran acreditadas en el fallo cuestiones que no fueron demostradas por la demandada, como que se hubiesen ingresado aportes en menor proporción a la debida y que existe un desequilibrio en la ecuación económica-financiera del Instituto de Previsión Social.

- Contrariamente, cuando el causante desempeñó los servicios respectivos, integró los aportes sin limitación alguna.

- Se viola el art. 52 del decreto ley 9650/80, al traspasarse el único tope (47%) allí previsto, para la determinación del haber de pensión. No fija ese régimen ningún tope máximo al respecto.

- Se rompe el principio de proporcionalidad de las prestaciones, discriminándose en forma arbitraria entre quienes las perciben en base en un cargo nacional y provincial.

- La demandada ha consentido la jubilación y primeros meses de la pensión sin aplicar el tope nacional.

3. Contesta la Fiscalía de Estado el memorial de agravios, argumentando, en lo sustancial, similares razones que las expresadas en la contestación de demanda estimadas en la sentencia.

4. Cumplimentados el trámite y examen de admisibilidad del recurso, procede considerar y resolver sobre sus fundamentos.

II- La cuestión que ventila la causa consiste en determinar si corresponde o no  aplicar los topes establecidos en la ley nacional (art. 158, ley 24.241; art. 9 de esa ley y 1 de la ley 26.222) al beneficio administrado por el Instituto de Previsión Social que se regula sobre la base de servicios prestados en el ámbito nacional.

Anticipo que la normativa que rige en el orden provincial, no contempla esa posibilidad, tal como se colige, incluso, de las propias consideraciones expuestas por la parte demandada que recoge la sentencia de primera instancia, en cuanto se hace cargo de precisar la diferencia entre el principio de movilidad que rige en jurisdicción local (arts. 40  y 51, decreto ley 9650/80), en contraste con los topes que establece la ley nacional (art. 9 de la ley 24.241; art. 9 haberes máximos de la ley de solidaridad previsional 24.463).

En ese marco, tal como llega el caso a esta instancia y en virtud de los antecedentes de la controversia, lo que en verdad se persigue, antes que un reajuste de la pensión, es que ese beneficio se liquide con arreglo al acto de otorgamiento, en el 53% de la remuneración asignada al cargo desempeñado por el causante.

Ello por cuanto, a partir de un cambio de criterio del organismo previsional (plasmado en el caso Ribe, cfr. fs. 438 exp. adm. agregado por cuerda), se consideró que cabía deducir de las respectivas mensualidades, el importe que excediera del límite –tope- establecido por la ley nacional, habida cuenta que el cargo base fue de afiliación al sistema nacional.

Tal posición que sostiene la demandada se apoya, de un lado, en la aplicación analógica del art. 44 del decreto ley 9650/80 y, del otro, en que el cargo regulatorio de la prestación aporta con el límite que se traslada al haber. Amén de razones de equilibrio financiero que también se agregan en respaldo de su postura.

Así expuestos los alcances del conflicto, estimo que el recurso es fundado y procede acogerlo revocándose la sentencia de primera instancia toda vez que esos deméritos no cuentan con sustento jurídico bastante en el orden provincial, como habré de desarrollar seguidamente, comenzando por una referencia a las constancias administrativas correspondientes al caso (exp. N° 2803-25736/86 agregado sin acumular).

1. Cabe puntualizar que la actora obtuvo la pensión derivada del fallecimiento de su cónyuge, quien se hallaba jubilado en el mismo ámbito (fs. 57, exp. cit.). Dicho beneficio le fue acordado a la Sra. María Angélica Vázquez por el Directorio del Instituto de Previsión Social a partir del día 25-12-2005, siendo equivalente al 53% del sueldo y bonificaciones asignados al cargo de Gerente de Promoción desempeñado por el causante en el Laboratorio Elea SACIF Y A (res. N° 569.682 del 8-3-2007, fs. 435/435  vta. exp. adm. cit.).

Posteriormente, observa el Departamento Determinación de Haberes del I.P.S. que las certificaciones de haberes adjuntadas sobrepasarían el tope de $ 6000 de aportes de la ley 24.241 (t.o. 26.222) (fs. 437 exp. cit.), tomando luego intervención la Comisión de Prestaciones e Interpretación Legal que se expidió por aplicar ese límite habida cuenta el criterio en tal sentido sentado por el organismo a partir del mes de julio del año 2006 (caso Ribe Juan Carlos) a los efectos de determinar el haber de las prestaciones que se abonan en base a un cargo nacional, sin perjuicio de las mensualidades anteriores a tal modificación (fs. 438), debiendo consignarse que, de todos modos, la reducción se hizo efectiva –en el caso- a partir del mes de marzo de 2008 en que se dictó el acto administrativo impugnado (cfr. resulta de fs. 446, 447 y 448 del exp. adm. cit.).

Posición similar a la mencionada (de fs. 438) sostuvieron Asesoría General de Gobierno (dictamen de fs. 439) y Fiscalía de Estado (fs. 440/440 vta.), destacando este último organismo que al ser regulado el haber en base a un cargo nacional, se debe aplicar el régimen nacional tanto a los montos como a los topes haciendo extensivo, por analogía, el art. 44 de decreto ley 9650/80, amén de señalar que el reconocimiento de un cargo de extraña jurisdicción deberá efectuarse en función de los aportes que efectivamente hubiese realizado el peticionante.

Reiterando esos conceptos con la misma orientación, añadió la mencionada Comisión del I.P.S. que aún de mediar transferencia de aportes de extraña jurisdicción, lo que no ocurre en la actualidad, la misma se haría sobre $ 6.000 (75 MOPRES) y no sobre el monto que efectivamente abona el organismo, con el consiguiente desequilibrio económico financiero que ocasiona esa situación (cfr. dictamen de la Comisión de Prestaciones e Interpretación Legal, fs. 441/441 vta.).

Acorde con lo aconsejado en forma uniforme por los órganos de asesoramiento y control, el Directorio del ente previsional dictó la Resolución de fecha 6-3-2008, rechazando el ajuste solicitado por la actora y dejando sentado que corresponde regular el beneficio de pensión de acuerdo a las pautas establecidas en el dictamen antecedente, con sujeción a los topes nacionales (fs. 442/442 vta.), tal como se indica en la liquidación practicada en dichas actuaciones (v. fs. 446). 

2. Dos razones son decisivas para resolver la cuestión.

En primer término, el marco normativo que rige el caso, decreto ley 9650/80, del que no resulta la aplicación del tope previsto en el régimen nacional, al beneficio administrado por el Instituto de Previsión Social. Tampoco tal derivación puede ser extraída de la circunstancia de tratarse de un cargo de afiliación a aquel sistema, pues en el régimen de reciprocidad, tal como alega la actora, rige el principio de igualdad de trato de los servicios extraños como de los propios, por parte de la caja otorgante de la prestación, que impone considerar todos los servicios y la totalidad de las remuneraciones percibidas, como prestadas y devengadas bajo su propio régimen (art. 7 del decreto ley 9316/46).
Esa pauta y las que instituye la ley provincial, no podrían quedar a salvo en la solución que se ha dado al sub-lite en la anterior instancia.

En efecto, según puede incluso colegirse del razonamiento que plantea la sentencia y la Fiscalía de Estado, los principios de proporcionalidad y movilidad que gobiernan al sistema provincial (arts. 40, 41, 50 y concs., decreto ley 9650/80) dejarían de regir cuando el cargo regulatorio del beneficio se desempeñó con afiliación al régimen nacional, pues a ese respecto cabría aplicar los topes establecidos por el art. 9 la ley nacional, por conducto de una interpretación analógica del art. 44 del decreto ley 9650/80.

Sin embargo, entiendo que esa exégesis no se ajusta a derecho, pues el sistema previsional aplicable no brinda cobertura suficiente a una diferencia como la postulada por la parte demandada.

El citado artículo 44 que reenvía al régimen normativo de trabajadores autónomos para calcular el haber en caso de determinárselo sobre la base de servicios autónomos, no satisface aquella exigencia respaldatoria frente a lo dispuesto por el resto del plexo jurídico. En particular, porque se trata de establecer excepciones o restricciones a la integridad de las prestaciones como a la movilidad y proporcionalidad que son los resortes esenciales del régimen legal local.

El método de la analogía no es bastante para lograr la integración al derecho local de normas limitativas previstas en el ámbito de la caja nacional.

Si cabe considerar la presencia de un caso no previsto, al menos expresamente, tal el referido a la determinación del haber pensionario en base a un cargo de afiliación al sistema nacional, aquél ha de encontrar encuadre dentro de las previsiones generales que contempla la ley provincial, pues no repelen a dicho supuesto los términos en que se ha establecido la determinación del haber, en particular, en los arts. 41, 48, 50, 53 y concordantes del decreto ley 9650/80 y no se advierte alguna solución especial, suficiente para desplazarlas.

Corrobora lo dicho, la circunstancia que, hasta promediar el año 2006, el Instituto de Previsión Social mantuviera la liquidación de esos casos dentro de tales normas y que, en cambio, a partir de un nuevo temperamento, decidiera aplicar, por vía de una interpretación analógica, los topes establecidos en la ley nacional.

La postura del organismo defendida por la demandada y acogida en la sentencia, no halla respaldo en los demás argumentos que sostiene, a despecho de aquellos principios rectores.

La cuestión traída en relación a los aportes y la pretendida adecuación entre ellos y el beneficio a otorgarse carece de consistencia bastante, por varias razones.

En primer lugar porque surge de los mismos dichos de la demandada en sede administrativa (cfr. dictamen de fs. 441/441 vta. exp. adm. cit.) y en esta instancia (v. fs. 54 vta. de la contestación del recurso), que actualmente no existe transferencia de aportes de la ANSeS al IPS sino compensación, de donde resulta que se trata de una alegación genérica y desde cierto punto de vista abstracta.

Además, tampoco se corresponde con exactitud con el caso, el hecho alegado en el procedimiento previsional, rescatándose la correlación que debe existir entre los aportes efectivamente realizados y la prestación consecuente, cual si el afiliado los hubiese ingresado por importes menores por aplicación de los topes en cuestión, en ese entonces no vigentes. Desde esta perspectiva, también deviene inocuo el argumento defensivo.

De todos modos, es indispensable resaltar que la índole de los aportes –en el sistema de solidaridad- impide trazar una ecuación estricta e individual entre ellos y los montos a percibir. De allí que cualquiera hubiese sido el alcance de los aportes durante el período en que fueron sufragados y en la medida que ello se hubiese producido con arreglo a derecho, tal circunstancia –en el marco del presente debate- no es útil para desmejorar o incrementar el monto que corresponda liquidar de acuerdo a la ley aplicable al beneficio, sea de jubilación o de pensión.

Por otra parte, con similar criterio debe ser ponderada, en el sub-lite, la temática genéricamente introducida, referida al desequilibrio financiero que el caso sería susceptible de provocar, en el sistema previsional que administra el Instituto demandado.

Más allá que ese impacto no surge corroborado en este caso pues ni se lo ha intentado probar, debe señalarse que tampoco podría ser deducido por el sólo hecho del pago de un importe mayor, sin topes aplicados a los haberes.

A ello se debe añadir que la supuesta afectación patrimonial no fue sino un argumento meramente colateral de lo resuelto en el procedimiento previsional que genera esta controversia (v. fs. 441/441 vta.), siendo en cambio el aspecto central la adopción de un nuevo criterio sobre el modo de liquidar las prestaciones reguladas sobre la base de un cargo nacional.

A mayor abundamiento, de presentarse un tópico de ese orden -efecto patrimonial-, que los hechos del caso no permiten tener por configurado a raíz de la situación sometida a juzgamiento, la ley establece los medios y garantías para su debido abordaje (v. Capítulo II del Título I del decreto ley 9650/80), sin que proceda presumir que resultaría adecuada la búsqueda de soluciones en el recorte de los montos pensionarios.

En estas condiciones, lo actuado por el I.P.S. no resulta demostrativo de alguna circunstancia relevante que requiera ser analizada, pues no se advierte cuál sería la efectiva incidencia de los importes de los beneficios calculados sobre servicios nacionales, en el sistema mismo.

El cambio de posición de la entidad sobre el conflicto traduciría, en la mejor de las hipótesis para la demandada, un asunto que podría ser calificado de opinable o de dudosa interpretación, de admitirse su falta de expresa regulación. Y es justamente en ese supuesto donde cobra aplicación la regla constitucional, que impide seleccionar la postura más desventajosa, ordenando escoger la que favorece al trabajador en materia de seguridad social (art. 39 inc. 3, Constitución Provincial), principio que resulta desoído en la solución alcanzada en la anterior instancia.  

Tanto es así que el límite al monto del haber fue aplicado tras un período de tiempo en que se liquidara sin tope, circunstancia que demuestra que medió una modificación hermenéutica en perjuicio de la beneficiaria, al hacer efectivo un nuevo criterio en la determinación del importe, sin sustento normativo expreso y específico, contraviniendo, en todo caso, el mencionado axioma constitucional.

En mérito de las razones expuestas, juzgo que la sentencia ha decidido el litigio con error y por lo tanto, procede adoptar un distinto sentido resolutorio del caso, en esta instancia, conforme será propuesto seguidamente (arts. 12, 50, 55, 58 y concs., C.P.C.A.).

3. Los contornos de la controversia se circunscriben a la aplicación de los topes nacionales, que queda desvirtuada en su juridicidad, sin que proceda ingresar en ningún otro aspecto referido a la prestación –y sus haberes- que el que motiva la contienda y su decisión.

En tal sentido, debe precisarse que no es dable formular consideraciones acerca del modo de liquidación del beneficio de pensión de la actora que no sean las relativas a la cuestión planteada y resuelta, circunstancia que impone un límite a la condena de retroactividades solicitada en la demanda (desde el 25-12-05), desde que se acredita en las actuaciones la efectiva imposición de los referidos topes, esto es en el mes de marzo de 2008 (fs. 446/448 exp. adm. cit.).

Con tal alcance corresponde acceder al recurso de apelación, revocando la sentencia desestimatoria y haciendo lugar a la pretensión actora de conformidad a lo expuesto. Por lo tanto, procede anular la Resolución de fecha 6-3-2008 emanada del Directorio del Instituto de Previsión Social en cuanto dispuso aplicar a la determinación de haberes pensionarios los topes nacionales, condenando a la demandada a liquidar ese beneficio sin el mentado límite y a abonar a la actora las diferencias en su favor que resulten de los importes que, por aplicación de esos topes, hubiesen sido descontados de las mensualidades respectivas a partir de la fecha consignada (mes de marzo de 2008).

En cuanto a la actualización monetaria solicitada en la demanda, no puede ser acogida toda vez que conforme lo tienen sentado nuestros máximos tribunales, la modificación introducida por la ley 25.561 a la ley 23.928 mantuvo la redacción del artículo 7° de ésta, y por ello en ningún caso se admitirá actualización monetaria, indexación por precios, variación de costos o repotenciación de deudas, cualquiera fuere su causa (doctr. S.C.B.A., causa B. 49.193 bis, “Fabiano”, res. 2-X-02; doctr. C.S.J.N., in re “Chiara Díaz, Carlos Alberto c/ Estado provincia s/ acción de ejecución”, sent. 7-III-2006).

En cambio, procede computar respecto de la suma que se condena abonar, intereses a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en los depósitos a treinta días vigente en los distintos períodos de aplicación desde que cada monto debió percibirse y hasta el efectivo pago (arts. 7° y 10°, ley 23.928, texto según ley 25.561; 622, Código Civil y 5°, ley 25.561).

La liquidación que conforme a las pautas indicadas se practique deberá abonarse dentro de los sesenta días (arts. 163, Const. Pcial.; 63, C.C.A.), difiriéndose la regulación de honorarios del profesional interviniente hasta la aprobación de la liquidación a practicarse (art. 51, decreto-ley 8904/77).

Con el indicado alcance, voto por la afirmativa.

Con costas del proceso en el orden causado (art. 51, C.P.C.A.).

Así lo voto.

A la cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:

Comparto con la Dra. Milanta que el marco normativo que rige el caso (decreto ley 9650/80) no autoriza la aplicación del tope previsto en el régimen nacional.

También que el principio de igualdad de trato para los aportes propios y extraños, desautoriza la exégesis que sostiene el fallo que clausura el caso en primera instancia.

Igualmente coincido en la ausencia de toda aplicación analógica a la controversia del artículo 44 del citado decreto ley (9650/80).

Hago mío el conjunto de argumentos que desarrolla el primer voto sobre esos aspectos de polémica para propiciar la revocación de la sentencia apelada y el acogimiento de la pretensión deducida, con los alcances propuestos.

Así dejo expuesta mi adhesión a la primera intervención y mi voto en idéntico sentido resolutorio.

Así lo voto.

A la cuestión planteada el Dr. Spacarotel dijo:

I.- Coincido con el temperamento y solución propuesta por la Dra Milanta, al que adhiero.

II.- En efecto, el beneficio previsional reconocido por el IPS, no puede, una vez que la Provincia asume el rol de caja otorgante (arts. 41, 48, 50 y 53 del decreto ley 9650/80), supeditar su aquiescencia a vaivenes o cortapisas de ajena jurisdicción que menoscaben o generen un detrimento al haber previsional. No son óbice al mentado temperamento los argumentos de índole económico financiero, que oportunamente las cajas o jurisdicciones deberán compensar, extremos inoponibles al beneficiario.

Así lo voto.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, dicta la siguiente

S E N T E N C I A

Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, se decide hacer lugar al recurso de apelación interpuesto, revocando la sentencia desestimatoria de la pretensión actora, en los siguientes términos:

1) Anular la Resolución de fecha 6-3-2008 en cuanto dispuso aplicar a la determinación de haberes pensionarios los topes nacionales, condenando a la demandada a liquidar ese beneficio sin el mentado límite y a abonar a la actora las diferencias en su favor que resulten de los importes que, por aplicación de esos topes, hubiesen sido descontados de las mensualidades respectivas a partir del mes de marzo de 2008. 

A las sumas reconocidas  se aplicarán los intereses a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en los depósitos a treinta días vigente en los distintos períodos de aplicación desde que cada monto debió percibirse y hasta el efectivo pago; rechazándose la actualización monetaria solicitada (arts. 7° y 10°, ley 23.928, texto según ley 25.561; 622, Código Civil y 5°, ley 25.561)

La liquidación que conforme a las pautas indicadas se practique deberá abonarse dentro de los sesenta días (arts. 163, Const. Pcial.; 63, C.C.A.).

2) Diferir la regulación de honorarios del profesional interviniente hasta la aprobación de la liquidación a practicarse conforme a las pautas indicadas (art. 51, decreto-ley 8904/77). 

3) Imponer las costas del proceso en el orden causado (art. 51, C.C.A., ley 12.008, texto según ley 13.101).

Así lo voto.

Firmado: Gustavo Juan De Santis. Juez. Claudia A. M. Milanta. Jueza. Gustavo Daniel Spacarotel Juez. Mónica M. Dragonetti. Secretaria. Registrado bajo el nº  185 (S).
